PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través  de quien corresponda , informe lo siguiente:

1) Cuáles han sido las razones por las cuáles el Poder Ejecutivo no garantizó los derechos de los  ciudadanos y ciudadanas a ser debidamente informados en forma y tiempo como lo establecen la Constitución Nacional y la Ley  Nº  24240.

2) Cuáles son las  distintas categorías  establecidas en las tarifas residenciales  así como en las comerciales e industriales.

3) Si se efectuó  previamente el estudio correspondiente  sobre la incidencia del aumento de la energía eléctrica sobre la canasta básica y  sobre el número de usuarios que necesitarán  de la tarifa social.

4) Si en los reintegros a los usuarios, la EPE utiliza los mismos criterios e intereses  que les aplica cuando les cobra  una mora.

Sr. Presidente:

                           Nadie puede negar que los aumentos que se vienen sucediendo en bienes y servicios agrava cada vez más una situación general del país afectando especialmente a aquellos ciudadanos  y ciudadanas que han  quedado en los niveles de pobreza. Situación ésta  de suma importancia  dado los altos índices de desocupación  que aún registra la provincia de Santa Fe.

                           De acuerdo a las noticias periodísticas, a comentarios de funcionarios de la EPE,  y las nuevas facturaciones,  ya han aplicado aumentos  tarifarios que ciertamente inciden en la  canasta básica, comprometiendo en especial a los afectados por la pobreza e indigencia.

                               Más allá  de la incidencia  socio económica  se debe hacer notar el  comportamiento de  la EPE en lo que respecta a la debida información que todo/a ciudadano/a  tiene derecho  a recibir  por ser consumidores y usuarios. Es un derecho constitucional plasmado en el Art 42 de la Constitución Nacional que  dice: "Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones  de trato equitativo y digno."   El mismo artículo establece la responsabilidad  y los deberes de las autoridades en la protección  de estos derechos y en la educación para el consumo. Y agrega  la  "defensa de la competencia contra  toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución  de asociaciones de consumidores  y de usuarios."

Por otra parte, la Ley  N. 24.240 en su artículo 25 se refiere a la "Constancia Escrita. Información al Usuario"  que establece: "Las empresas prestadoras de servicios públicos a domicilio deben entregar al usuario constancia escrita de las condiciones de la prestación, de los derechos y obligaciones de ambas partes contratantes. Sin perjuicio de ello, deben mantener tal información a disposición de los usuarios en todas las oficinas de atención al público." En el mismo artículo se agrega: "Las empresas  prestatarias de servicios públicos domiciliarios deberán colocar en toda facturación que se extienda al usuario y en las oficinas de atención al público carteles con la leyenda: "Usted tiene derecho a reclamar una indemnización si les facturamos sumas o conceptos indebidos o reclamamos el pago de facturas  ya abonadas"

                                              De acuerdo a los  organismos de consumidores este aumento no puede ponerse en práctica  sin afectar derechos adquiridos. Adelco  Santa Fe asegura que “esto además nos perjudica en nuestros intereses económicos, en virtud que al desconocer el impacto real del costo del aumento, no podemos efectuar  previsiones, y tomar medidas  que nos ayuden a morigerar el impacto de los mismos"  

                                               Quizás haya que señalar que el aumento se anticipó en forma imprevista  haciéndolo más difícil de soportar.  Por  esto que creemos urgente y necesario que  se tomen las medidas   para garantizar  los derechos que  tienen los usuarios y consumidores de servicios esenciales ante los cuales no son clientes, sino ciudadanos con derechos inalienables que el Estado debe garantizar.

                                                Por lo expuesto y teniendo en cuenta que nos encontramos en plena discusión sobre la forma jurídica que se le dará a la EPE en la provincia, es que solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto.

